
 

 

 

MEDIDAS URGENTES COMPLEMENTARIAS EN EL ÁMBITO SOCIAL Y 

ECONÓMICO 
 

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes              

complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19. 

Medidas de apoyo a los autónomos 

A) Moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social 

Se habilita a la Tesorería General de la Seguridad Social a otorgar moratorias de seis meses, sin                 

interés, a las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de               

la Seguridad Social, que lo soliciten y cumplan los requisitos y condiciones que se establecerán               

mediante Orden Ministerial que afectará al pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por                

conceptos de recaudación conjunta, cuyo período de devengo, en el caso de las empresas esté               

comprendido entre los meses de abril y junio de 2020 y, en el caso de los trabajadores por                  

cuenta propia entre mayo y julio de 2020, siempre que las actividades que realicen no se hayan                 

suspendido con ocasión del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14               

de marzo.  

Las solicitudes de moratoria deberán comunicarse a la Tesorería General de la Seguridad Social              

dentro de los 10 primeros días naturales de los plazos reglamentarios de ingreso. 

B) Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social. 

Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la              

Seguridad social o los autorizados para actuar a través del Sistema de remisión electrónica de               

datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), siempre que no tuvieran otro               

aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en el pago de sus deudas con la               

Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar entre los meses de abril y               

junio de 2020, en los términos y condiciones establecidos en la normativa de Seguridad Social,               

siendo de aplicación un interés del 0,5%. Todo ello antes de los 10 primeros días del plazo                 

voluntario de ingreso. 
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1. Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares            

vulnerables sin alternativa habitacional 

Se instaura una suspensión extraordinaria en los lanzamientos, como consecuencia de           

procedimientos de desahucio iniciados o por iniciar, en los casos de situación de vulnerabilidad              

social o económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del             

COVID-19. 

2. Prórroga extraordinaria en los alquileres 

En el caso de que los arrendamientos de vivienda, con sus prórrogas obligatorias, finalicen              

dentro de los dos meses siguientes a la finalización del estado de alarma, los inquilinos podrán                

solicitar una prórroga extraordinaria por seis meses y en las mismas condiciones, debiendo ser              

aceptada por los propietarios. 

En caso de desacuerdo, se tendrá que acudir al juez. 

3. Moratoria de deuda arrendaticia para las personas arrendatarias de vivienda habitual en             

situación de vulnerabilidad económica a causa del COVID-19. 

Cuando la arrendadora sea una empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor,               

entendiendo por tal la persona física o jurídica que sea titular de más de diez inmuebles                

urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 m2, el               

inquilino podrá solicitar en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este real                 

decreto-ley (hasta el día 1 de mayo inclusive), el aplazamiento temporal y extraordinario en el               

pago de la renta, respetando en todo caso los acuerdos alcanzados previamente sobre el              

aplazamiento o posible condonación de la renta. 

Si no hubiera acuerdo previo, el arrendador deberá comunicar en el plazo de siete días               

laborables, cualquiera de las siguientes alternativas: 

a) Una reducción del 50% de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el estado de                 

alarma decretado por el Gobierno y las mensualidades siguientes si aquel plazo fuera             

insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, con              

un máximo en todo caso de cuatro meses. 

b) Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará de manera automática y                 

que afectará al periodo de tiempo que dure el estado de alarma decretado por el Gobierno y a                  

las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si aquel plazo fuera insuficiente en             

relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, sin que puedan              

superarse, en ningún caso, los cuatro meses. 

(2/9) 

Ptge. Pagès, 13 • 08013 Barcelona • Tel. 93 487 83 93 • info@consejologopedas.com 

 



 

 

Dicha renta se aplazará, a partir de la siguiente mensualidad de renta arrendaticia, mediante el               

fraccionamiento de las cuotas durante al menos tres años, que se contarán a partir del               

momento en el que se supere la situación aludida anteriormente, o a partir de la finalización                

del plazo de los cuatro meses antes citado, y siempre dentro del plazo a lo largo del cual                  

continúe la vigencia del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. La persona              

arrendataria no tendrá ningún tipo de penalización y las cantidades aplazadas serán devueltas             

a la persona arrendadora sin intereses. 

Si el inquilino accede a las ayudas que pudieran otorgarse para este fin, se alzaría la moratoria                 

y los plazos a partir de la mensualidad en la que dicha financiación está a su disposición. 

3.1. Requisitos que han de cumplirse para tener derecho a la moratoria indicada más arriba: 

1º) Estar en situación legal de desempleo, por ERTE o reducción de jornada por motivosd de                

cuidados. 

Si se es empresario o autónomo, se tendrá derecho siempre que el conjunto de los ingresos de                 

los miembros de la unidad familiar, en el mes anterior a la solicitud de la moratoria: 

i) Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos                

Múltiples mensual (en adelante IPREM), que equivale a 537,84€ mensuales en 12 pagas y              

7.519,59€ anual en 14 pagas. 

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad familiar.                   

El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo en el caso de                    

unidad familiar monoparental. 

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años                 

miembro de la unidad familiar. 

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad                

superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite             

acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite previsto en             

el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados               

por hijo a cargo. 

v. En el caso de que la persona obligada a pagar la renta arrendaticia sea persona con parálisis                  

cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de            

discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o               

sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como                

en los casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su               

(3/9) 

Ptge. Pagès, 13 • 08013 Barcelona • Tel. 93 487 83 93 • info@consejologopedas.com 

 



 

 

cuidador, para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de               

cinco veces el IPREM. 

2º. Que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o igual al                

35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad                 

familiar. A estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del coste               

de los suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios              

de telecomunicación fija y móvil, y las posibles contribuciones a la comunidad de propietarios,              

todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer al arrendatario. 

Importante: No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad económica a            

consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19 a los efectos de obtener              

moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual cuando la               

persona arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad familiar que habita              

aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España. 

Se considerará que no concurren estas circunstancias cuando el derecho recaiga únicamente            

sobre una parte alícuota de la misma y se haya obtenido por herencia o mediante transmisión                

mortis causa sin testamento. Se exceptuará de este requisito también a quienes, siendo             

titulares de una vivienda, acrediten la no disponibilidad de la misma por causa de separación o                

divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o cuando la vivienda resulte inaccesible               

por razón de discapacidad de su titular o de alguna de las personas que conforman la unidad                 

de convivencia. 

4. Modificación excepcional y transitoria de las condiciones contractuales de arrendamiento           

en el caso de arrendadores no comprendidos entre los recogidos en el artículo 4 como               

consecuencia del impacto económico y social del COVID-19. 

Los inquilinos cuyos arrendadores no se encuadren en la situación anterior y que se              

encuentren en situación de vulnerabilidad económica, tal y so se ha indicado más arriba,              

podrán solicitar en el plazo de un mes, el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de                 

la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se                 

hubiera acordado previamente entre ambas partes con carácter voluntario. 

Una vez recibida la solicitud, la persona arrendadora comunicará a la arrendataria, en el plazo               

máximo de 7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento aplazado             

de la deuda que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en relación con                 

las mismas. 

Si la persona física arrendadora no aceptare ningún acuerdo sobre el aplazamiento y, en              

cualquier caso, cuando la persona arrendataria se encuentre en la situación de vulnerabilidad             
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sobrevenida referida, esta podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de            

financiación que se detallan a continuación: 

- Se establecen avales para que los arrendatarios puedan acceder a préstamos a            

devolver hasta en 6 años y sin interés. 

Estas transitorias de financiación serán finalistas, debiendo dedicarse al pago de la renta del              

arrendamiento de vivienda y podrán cubrir un importe máximo de seis mensualidades de             

renta. 

- Cuando estos préstamos no puedan devolverse, se crea una ayuda de hasta 900 euros              

al mes y de hasta el 100% de la renta arrendaticia o, en su caso, de hasta el 100% del                    

principal e intereses del préstamo que se haya suscrito con el que se haya satisfecho el                

pago de la renta de la vivienda habitual. 

- Se amplía el Programa de ayuda a la violencia de género, que tendrá por objeto               

facilitar una solución habitacional inmediata a las personas víctimas de violencia de            

género, a las personas objeto de desahucio de su vivienda habitual, a las personas sin               

hogar y a otras personas especialmente vulnerables. 

5.- Definición de vulnerabilidad económica a los efectos de la moratoria hipotecaria y del              

crédito de financiación no hipotecaria. 

Los requisitos de vulneración económica son los siguientes: 

a) Que el potencial beneficiario pase a estar en situación de desempleo o, en caso de ser                 

empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída             

sustancial en su facturación de al menos un 40%.  

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, en el mes                   

anterior a la solicitud de la moratoria: 

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos                

Múltiples mensual (en adelante IPREM). 

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad familiar.                   

El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo en el                  

caso de unidad familiar monoparental. 

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años                 

miembro de la unidad familiar. 

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad                

superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite             
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acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite           

previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los               

incrementos acumulados por hijo a cargo. 

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con enfermedad                

mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual o             

superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado de                

discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de               

enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, para             

realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces el                

IPREM. 

c) Que el total de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles a los que se refiere el artículo                   

19, más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual al 35 por cien de los                 

ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. A estos               

efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del coste de los              

suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios de             

telecomunicación fija y móvil y las contribuciones a la comunidad de propietarios. Solo             

tendrán la consideración de «gastos y suministros básicos» los suministrados en la vivienda             

habitual de la unidad familiar. 

d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una              

alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de           

acceso a la vivienda, A tal fin, se entenderá que se ha producido una alteración significativa                

de las circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente el total de la carga              

hipotecaria, entendida como la suma de las cuotas hipotecarias de los bienes inmuebles la              

renta familiar se haya multiplicado por al menos 1,3. 

A los efectos del presente real decreto-ley, se entiende por unidad familiar la compuesta por el                

deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con               

independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por una              

relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente o              

pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda. 

A los efectos del presente real decreto-ley se entiende por potencial beneficiario a quienes              

estén haciendo frente a una deuda hipotecaria para la adquisición de la vivienda habitual,              

el inmueble afecto al negocio o bien destinada al alquiler que haya dejado de percibir la                

renta arrendaticia desde la entrada en vigor del Estado de alarma decretado por el Real               

Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o deje de percibirla hasta un mes después de la                

finalización del mismo. 
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6. Definición de la situación de vulnerabilidad económica y acreditación derivadas de los             

contratos de crédito sin garantía hipotecaria 

a) Si la persona física fuera beneficiaria a su vez de la moratoria para deudas hipotecarias, no                 

se tendrá en cuenta su aplicación a efectos del cálculo del 35% previsto anteriormente. 

b) Si el potencial beneficiario no tuviera contratado un préstamo hipotecario y sin embargo,              

tuviera que hacer frente al pago periódico, o bien de una renta por alquiler de su vivienda                 

habitual, o bien de cualquier tipo de financiación sin garantía hipotecaria frente a una              

entidad financiera, o a ambas simultáneamente, se sustituirá el importe de la cuota             

hipotecaria por la suma total de dichos importes, incluyendo la renta por alquiler aunque              

sea objeto de moratoria, a efectos de los cálculos referidos anteriormente. Si el potencial              

beneficiario tuviera que hacer frente a un único préstamo sin garantía hipotecaria y no              

tuviera que hacer frente al pago periódico de una renta por alquiler de su vivienda               

habitual, se tendrá en cuenta sólo dicho préstamo sin garantía hipotecaria a los efectos              

anteriores. 

La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el párrafo anterior se acreditará por el                

deudor ante el acreedor mediante la presentación de la documentación establecida. El            

importe de los pagos periódicos para la devolución de la financiación sin garantía             

hipotecaria se acreditará mediante la aportación del correspondiente contrato suscrito con           

la entidad financiera. 

Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de la suspensión de las obligaciones              

derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán solicitar del acreedor,             

hasta un mes después del fin de la vigencia del estado de alarma, la suspensión de sus                 

obligaciones. Los deudores acompañarán, junto a la solicitud de suspensión, la           

documentación acreditativa de su situación de vulnerabilidad y una vez acreditadas, el            

acreedor procederá a la suspensión automática de las obligaciones derivadas del crédito            

sin garantía hipotecaria por un período de 3 meses pudiendo ser ampliado por el Consejo               

de Ministros. 

7. Derecho a percepción del bono social por parte de trabajadores autónomos que hayan              

cesado su actividad o hayan visto reducida su facturación como consecuencia del            

COVID-19. 

Se considera consumidor vulnerable y el consiguiente derecho a obtener el bono social al              

titular del punto de suministro, o alguno de los miembros de su unidad familiar,              

profesionales por cuenta propia o autónomos que tienen derecho a la prestación por cese              

total de actividad profesional o por haber visto su facturación en el mes anterior al que se                 

solicita el bono social reducida en, al menos, un 75 por ciento en relación con el promedio                 
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de facturación del semestre anterior, siempre que cumplan con los siguientes niveles de             

renta máximos: 

– a 2,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) de 14 pagas, en el                  

caso de que el titular del punto de suministro no forme parte de una unidad familiar o no                  

haya ningún menor en la unidad familiar; 

– a 3 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un menor en la unidad familiar; 

– a 3,5 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya dos menores en la unidad                     

familiar. 

Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en los apartados anteriores y             

solicitar la percepción del bono social, el consumidor remitirá el formulario “ad hoc” a la               

Comercializadora del suministro a través del correo electrónico que aparezca en su web. 

8.- Derecho de resolución de determinados contratos sin penalización por parte de los             

consumidores y usuarios 

Si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de alarma los               

contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean de compraventa de bienes o              

de prestación de servicios, incluidos los de tracto sucesivo, resultasen de imposible            

cumplimiento, el consumidor y usuario tendrán derecho a resolver el contrato durante un             

plazo de 14 días. 

9. Disponibilidad de los planes de pensiones en caso de desempleo o cese de actividad               

derivados de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

1. Durante el plazo de seis meses desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14                  

de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis                   

sanitaria ocasionada por el COVID-19 los partícipes de los planes de pensiones podrán,             

excepcionalmente, hacer efectivos sus derechos consolidados en los siguientes supuestos: 

a) Encontrarse en situación legal de desempleo como consecuencia de un expediente de             

regulación temporal de empleo derivado de la situación de crisis sanitaria ocasionada por             

el COVID-19. 

b) Ser empresario titular de establecimientos cuya apertura al público se haya visto suspendida              

como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 463/2020, de 14 de                

marzo. 
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c) En el caso de los trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente              

integrados en un régimen de la Seguridad Social como tales y hayan cesado en su actividad                

como consecuencia de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

2. El importe de los derechos consolidados disponible no podrá ser superior a: 

a) Los salarios dejados de percibir mientras se mantenga la vigencia del expediente de              

regulación temporal de empleo para el supuesto previsto en el apartado 1.a). 

b) Los ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga la               

suspensión de apertura al público para el supuesto recogido en el apartado 1.b). 

c) Los ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga la               

situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 para el supuesto recogido en el              

apartado 1.c). 

 

Asesoría jurídica 

Madrid, 1 de abril de 2020 
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